
Rionegro, septiefirbre 23 de 2021

ACCIÓN DE TUTELA POR VIOLACION AL DEBIDO PROCESO

Señor
JUEZ Constitucional -Repañ:o
Ciudad
Rionegro, Ant¡oquia

REFERENCIA:

ACCIONADOS

ACCIONANTE:

ACTUACION:

ACCIÓN DE TUTELA.

COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL
FUNDACION UNIVERSITARIA DEL AREA ANDINA AREANDINA.

GLADYS EUGENIA MONTOYA MURILLO

TUTELA

GLADYS EUGENIA MONTOYA MURILLO. ldentificada con cedula de ciudadania No. 39-
448.936, Mayor de edad y vecina de este municipio, actuando en nombre propio en ejercicro
de la acción de tutela, respetuosamente mediante el presente escrito elevo ACCION DE
TUTELA en ccntra de la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL CNSC y LA
FUNDACION UN VERSITARIA DEL AREA ANDINA AREANDINA, para que se tutele mis
derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO, ACCESO A LA ADMINISTRACION DE
JUSTICIA, Y PARA QUE OPERE COIVO IÚECANISMOS TRANSITORIO CON EL FIN DE
EVITAR UN PER.,UICIO IRREMEDIABLE, lo anterior con ocasión de la RESPUESTA A LA
RECLAMACTÓ¡J IDENT|FTCADA RECVA-T|- 1793, em¡tida por COMtStON NACTONAL
DEL SERVICIO CIVIL CNSC, a tTaVéS de Ia FUNDACION UNIVERSITARIA DEL AREA
ANDINA AREANDINA, mediante la cual me fue negada la solicitud presentada a la
reclamación el clía 26 de agosto de 2021, hechos que fueron sustentados en los sigu¡entes:

2.

1

HECHOS

Que la Comisión Nacional del Servicio Civil CNS, a través de su plataforma SIMO, realizo
el proceso para proveer cargos de carrera adm¡nistrativa según la convocatoria 990 a
1131, 1135,1136, 1306 a 1332 de 2019 -Territoriat 20lg

Que, en vista de lo anterior, y teniendo en cuenta que me encuentro en un cargo
provisional, t¡n la Alcaldía de Rionegro, Antioquia, decidí aspirar al cargo de Auxilnr
Admrnistrativo G01, de la m¡sma entidad en la que laboro, el cual ie encuentra



3.

ident¡ficado con la OPEC No. 1 16784, ubicado en la planta global c e cargos de la
Alcaldía del Mun¡c¡p¡o de Rionegro, Antioqu¡a.

Que conforme a la publicación ¡ealizada por la CNSC efeclué el cargue d3ntro del tiempo
establec¡do por la CNSC de la documentac¡ón correspon,Jiente en el t:¡po de formación,
educación formal que soportó el proceso de inscripción, entre ellos el título de formac¡ón
como Tecnóloqa en Gobierno Local, título de pregrado otorgado por la lnstitución
Servicio Nacional de Aprendizaje SENA y el Diploma de Bach¡ller en L,:rguas Modernas
otorgado por el lnst¡tuto Josefina Muñoz González, y otras certif¡cac¡ones académicas
como d¡plomados y cursos, al ¡gual que la certificaciirn de d¡ferent{)s experiencias
laborales en la Alcaldía de Rionegro, Antioqura.

Que soy una aspirante que supere la fase de verificación de requisitr)s mínimos, de la
convocatoria 990 a'l 131,1135,1136, '1306 a 1332 de 2019 -Tenitoriai 20'lg. El pasado
20 de agosto de 2021 la CNSC, a través del aplicat¡vo SIMO, conocimos los resultados
parciales de la valoración Antecedentes - As¡stenc¡al.

Una vez enterada de los resullados y al verif¡car la evaluación ¡' validación de
antecedentes, evidencie que no fue valorado el Títulr¡ de EDUCACIÓN FORMAL
cargado dentro de los térm¡nos en la plataforma SIMO, correspond¡ent,: a TECNÓLOGO
EN GOBIERNO LOCAL, el cual según Ia convocatoria para el n¡vel asislencial otorgaría
un puntaje de 40 PUNTOS; información que puede ser constatada en la plataforma
SIMO, donde la CNSC y la FUNDACION UNIVERSIIARIA DEL AREA ANDINA
AREANDINA, en el documento correspondiente a la EDUCACIÓN FCRMAL indica lo
sigu¡ente:

(...) EL TTTULO EN TECNOLOGí+ Oe eOAnA¡'tO LOC:AL NO SE VtttLtDA, DEBTDO
A QUE NO TIENE RELACIÓ,IV COTV LAS FU,VC'OÍVES DEL EMPLEO A PROVEER,
INCUMPLIENDO LO ESTABLECIDO EN EL ARTíCULO 14 DEL ACUERDO DE LA
PRESE TTE CONVOC ATORT A (...),

Observación que se puede v¡sual¡zar en la plataforma SIMO en el numeral lll SOLICITUD
DE REVISION DE LA DOCUMENTACION APORTI\DA POR EL ASPIRANTE,
EDUCACION FORMAL EN EL NUMRERAL 1,

En este orden de ¡deas y luego de analizar los argumertos de la CNSC, el día 26 de
agosto de 2021, dando cumplimiento a lo establecido en el Artículo 28 del Acuerdo
20191000001266 del 04 de mazo de 2019, fundamente mi derecho a reclamación bajos
argumentos conforme a lo establecido en el Artículo 14.'l=L TITULO EN TECNOLOGiA
DE GOBIERNO LOCAL NO SE VALIDO, DEBIDO A QUE NO TIENE RELACIÓN CON
LAS FUNCIONES DEL EMPLEO A PROVEER, INCUMPLIENDO EN LO
ESTABLECIDO EN EL ARTíCULO 14", a través del aplicirtivo SIMO
Artículo 14:

(...) CERTIFICACIÓN DE LA EDUCACIÓN (...)

4

5

6

()( ) En la prueba de valoración de antecedentes solo se tendrá en cuenta Ia
educac¡ón para él trabajo y el desarrollo humano y la EDUCACIÓN INFORMAL,

En

relacionadas con las funciones del respectivo empleo y serán puntuados conforme
a lo establec¡do en el acápite de valoración de antecedentes del presente Acuerdo.
()



Sin embargo, pese a que nri titulo no fue validado por las razones antes expuestas, en

la reclamación rcalizada, también argumente "La reclamación de la prueba de valoración

antecedentes se so/lcfta en cuanto a: El item de Educación Formal no me fue tenida en

cuenta la tecnología en Gobierno Local, por considerar que notiene relación con el cargo
al cual me postulé en la inscripción, sin embargo y como consta tanto en el pelil de

salida del programa (Ver Anexo 1) y el penil requerido para el cargo que fue formación

de bachiller en cualquier modalidad y no define afinidad requerida para los estudios, que

excedieran el requisito mín¡mo para ser objeto de valoración (Ver anexo 2) en el pelil y
cargos que ¡tuede ocupar el tecnólogo en gobierno local se incluye específicamente
"Miembro del poder ejecutivo y legislativo" (Ver anexo 3), que claramente coincide con

la rama del ooder público a la que peftenece ser seNidora pública del Municipio de

Rionegro, actemás el núcleo básico de conocimiento demuestra relación directa en el
área de conocimiento " Ad¡ninistración" con relac¡ón estrecha y d¡recta con el cargo de

Auxiliar Administrat¡vo. Las Funciones del cargo al cual me presenté guardan

concordancia específica con la mayor pafte de las competencias del programa de

formación lo que demuestra la afin¡dad entre dicho programa y el peiil del cargo."

Que el titulo en mención tiene relación con las funciones del caroo. para lo cual aporte
denominació

aprend¡2.

7 . El dia 17 de sieptiembre de 2021 ,la CNSC a través de la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA
AREA ANDII{A, en el aplicativo SIMO, emitió la respuesta a reclamación informando los
resultados realizados por los aspirantes a la convocatoria 990 a 1131, 1135,1136, 1306
a 1332 de 2C 19 -Terr¡tor¡al 20'19.

8. Que luego.de ver¡f¡car la respuesta y el sustento emitido por la CNSC a través de la
FUNDACIONI UNIVERSITARIA AREA ANDINA, me permito traer a colac¡ón la respuesta
a mi petición en el s¡gu¡ente sentido:

"1. Negar las solicitudes presentadas por el aspirante en la reclamación",
"2. Mantener la puntua,l¡ón inicialmente publicada de 36 en la prueba de Valoración
de Anter:edentes".
3. Comunicar al aspirarrte de la presente respuesta a través de la Sistema- SlMO".

9. Que en la 'espuesta dada por CNSC a través de la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA
AREA ANDINA, se puede evidenciar que NO FUE REVISADA Nl VALORADA Ml
PETICION DE FONDO, tal y como se puede apreciar en la respuesta dada ya que en
ninguno de sus cons¡derados; tuvieron presente que la reclamac¡ón realizada el día 26 de
agosto de 2021, fue atendendo lo establecido en el Articulo '14, que fue el hecho
generador por el cual CNSC a través de la FUNDACIÓN UNIVERSITARTAAREA ANDINA,
en ta ptataforrla stMo, No vALtDo Mt TiTULo coMo TECNÓLOGA EN GOBTERNO
LOCAL, sin embargo como:]e indicó en el numeral 6, tamb¡én aporte el documento del
SENA con denominación del Programa, el cual contenía las competenc¡as a Desarrollar
e ¡gualmente los conocim¡entos adquiridos por el aprendiz en cada una de las
competencias a desarrollar, con las cuales se podía determinar y concluir una relación
directa con las funciones del cargo a proveer.



Donde se detalla lo descr¡to en el artículo 14 y en elArtículo :)6, evidenc¡ando que el T¡tulo
de Gobierno Local, por un error CNSC a través de ta FUNDACIóN UNIVERS|TAR|A
AREA ANDINA, ¡n¡c¡almente fue valorado como Educar;ión lnformal y para atender
reclamación simplemente ¡nd¡can que me evalúan atendiendo lo preDeptuado en el
Artículo 36; s¡tuación que se torna ambigua toda vez que la PETICION fue por el artículo
14'y no por el artículo 36".

Lo anterior denota que las entidades CNSC a través de la F,UNDACIóN UNIVERSITARIA
AREA ANDINA, no tenían claro los argumentos PARA RE,qLIZAR LA \/ALORACION del
título de Tecnóloga en Gob¡erno Local tal y como se evidencia a contrnuación:

ARTICULO 14 ARTICULO 36
(J CERTIFICACION DE LA
EDUCACTÓN ( )

( ) En la prueba de valoración de
antecedentes solo se tendrá en
cuenta la educación para él trabajo
y el desarrollo humano y la
educación informal, relacionadas
con las funciones del respectivo
empleo y serán puntuados
conforme a lo establec¡do en el
acápite de valoración de
antecedentes del presente Acuerdo.
()'

( ) cFlrTERtos IALoMT|VOS
PARA PUNTUAR LA EDUCACIÓN EN
LA PRUE:BA DE VAL()MCION DE
ANTECEDENTES (. .)

(. . ) Respecto de los títul¡s adicionales,
así como el requisito mír imo exigido en
la OPEC, los cuales sor acumulables
hasta lo máximo definido en el artículo
35 del presente Acuerlo para cada
factor, siempre y cuando se encuentren
relacionados con las l'unciones del
empleo.

Dados los anteriores hechos fat¡cos y jurídicos y la respuesta emitida por la CNSC y la
FUNDACIÓN UNIVERSITAR|A ÁRea aNOt¡.l1, se t)uede precisar que existe
ambigúedad, toda vez que no hay coherencia en la respuesta dado que inicialmente no
me validaron mi título correspondiente A LA EDUCACIÓN FORMAL,T|TULO DE
TECNOLOGO EN GOBIERNO LOCAL, sustentado en el Artículo 14, que correspondia
según lo enunciado en el mismo, ( )En la prueba de valoración de ¿tntecedentes solo
se tendrá en cuenta la educación para él trabajo y el desarrollo humano y la educación
informal, relacionadas con las funciones del respectivo empleo y serán puntuados
conforme a lo establecido en el acápite de valoración d(l antecedentes del presente
Acuerdo. ( )y para dar respuesta a m¡ reclamación, están cambiando las cond¡c¡ones
rniciales de la EVALUACION y están sustentado su respuesta en el artículo 36, situación
que ¡ndica que NO HUBO UN CRITERIO CLARO al momento al momento de evaluar el
requisito de educación Formal y de dar respuesta de fondo a mi reclarnación.

Para lo cual me permito traer a colación la respuesta dada a mi petición donde se
evrdencia que sin ninguna causa y arbitrar¡amente cambiaron las cond¡ciones de la
Evaluación incluso acudieron a otro artículo que nada hene que ver cron mi solic¡tud.
"Página 3 de la respuesta a reclamación: (...) CRITERIOS VALORATIVOS PARA
PUNTUAR LA EDUCACIÓN EN LA PRIJEBA DE VALORACIÓN DE ATITECEDENTES
-^/ryEL ASTSIEÍVCIAL- Para la valoración en esta prueba de la Educ:ación adicional al
requisito minimo de Educac¡ón exigido para el empleo a proveer, se tendrán en cuenta
/os crlerlos y puntajes relac¡onados a continuación, de acuerdo con el a¡tículo 36 del

o



Acuerdo Rector para prov'eer los empleos en vacancia definitiva peñenec¡entes al
sistema general de carrera administrativa de las plantas de personal de las entidades
que hacen pañe de la Convocatoria 990 a 1131, 1135,1136, 1306 a 1332 de 2019 -
Territorial 2019 (...)

'(...) Ahora b¡en, tomando en consideración la norma prec¡tada, y en lo que respecta al
Título Tecnológico en Gobierno Local, apoftado por el aspiante, es necesario aclarar que
se trata de una formación gglgg!2."formar personal con altas calidades laborales y
profesionales, que contribuyan al desanollo económico, social y tecnológico de su entorno
y del país".

'10. Que de la interpretación que hace la CNSC y la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA
AREA, no tuv¡eron en cuenta, los argumentos manifestados en la reclamac¡ón del 26 de
agosto, así como tampoco, el sustento relacionado con los núcleos básicos del
conocimiento de acuerdo con la clasificación contenida en el Sistema Nacional de
lnformación de la Educación Superior (SNIES). El cual al consultar el código SNIES del
programa: 102357, define las áreas del conocimiento y afines, no como pretenden las
entidades anter¡ormente m,encionadas darle un enfoque al Título de Gobierno Local
a su convenir:ncia, si bien es claro que el Ministerio de Educación tiene

¡gualmente_tiene relación con las funciones del cargo, para lo cual aporte denominación
del Progran a del SENA, el cual contenía las competencias a Desarrollar y los
conoc¡mientos adquiridos por el aprendiz en cada una de estas, razón por la cual a
continuación me permito traer a colación así.

SNIES DEL PROGRAMA: 102357, NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN: SERVICIO
NACIONAL DE APRENDIZAJE SENA; NOMBRE DEL PROGRAMA: TECNOLOGÍA EN
GOBIERNO LOCAL; TITLLO OTORGADO: TECNÓLOGO EN GOBIERNO LOCAL,
CAMPO ESPEC|FICO: CIENCIAS SOCIALES Y DEL COMPORTAMIENTO; CAMPO
DETALLADC): CIENCIAS POL¡ICAS Y EDUCACIÓN C|VICA; ÁREA DEL
CONOCIMIENTO: ECON,CMíA, ADMINISTRACIÓN, CONTADURiN Y RTIruCS;
NÚCLEo EÁSICO DEL CONOCIMIENTO, ECONOMiA; NIVEL ACADÉMICo:
PREGRADO; NIVEL DE FORMACION: TECNOLÓGICA

lnformación .rrlicional del programa
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10. Que a su turno es prec;iso indicar que, en la denominación del Programa Gobierno
Local, en unr¡ de los aparl,-5r; de la Justificac¡ón se indica (. . . ) El programa Tecnólogo en
Gobierno Lc,cal, se creó perra bnndar al sector product¡vo de qobie¡no municipal como



alcaldes, concejales, diputados, y líderes sociales, la posibilidad de incorporar
persona! con altas calidades laborales v profesir¡nales que r:ontribuvan a!
desarrolto económico socialv tecnolóqico de su entorno v del país (...)

11, Que según lo esbozado en líneas arriba se puede realizar un análisis desde las
Competencias Para Desarrollar por el Tecnólogo en Gobierno Local VS Manual
funciones M09TH02 versión 17, que tienen relación con el cargo a proveer en la línea
tecnológica del Programa Gobierno Local, la cual como se ha indicado en los anteriores
numerales se aportó en la reclamación del 26 de agosto.

COMPETENCIAS
DESARROLLAR SENA

1. INTERVENIR
DESARROLLO
PROGRAMAS
MEJORAMIENTO
ORGANIZACIONAL
DERIVEN DE LA
ADMINISTRATIVA

CONOCIMIENTOS

QUE SE
FUNCIÓN

Herramientas de control
administrativo y
normatividad vigente
Derecho de petición:
Definición, marco legal,
formulación, alcance y
respuesta.
Recurso de reposición:
Definición, marco legal,
formulación, alcance y
respuesta,
Acción de Tutela:
Definición, marco legal,
formulación, alcance y
respuesta,
Acción de cumplimiento.
Definición, marco legal,
formulación, alcance y

respuesta
Manejo de información:
Técnicas, registro, calidad.
Protocolos de manejo de
seguridad de la información.
Definición,
estructuración

tipos,

1, RECIBIR, RE\/ISAR Y
CALSIFICAR, RADICAR DISTRIBUIR Y
CONTROLAR DOCUMEI{TOS, DATOS
ELEMENTOS DE
CORRESPC)NDENCIA,
RELACIONITDOS CON LOS ASUNTOS
DE CO]üIPETENCIA DE LA
SECRETARIA A LA CUAL SE
ENCUENTRE ASIGNADO

2. DESEIÚIPEÑAR FUNCIONES DE
OFICINA Y ASISTENCIA
ADMINISTRATIVA ENCAMINADOS A
FACILITAR EL DESARROLLO Y LA
EJECUCIÓ¡I DEL AREA A I-A CUAL SE
ENCUENTRA ASIGNADO

PARA I DESCRTPCTON FUNCIONES
ESENCIALES DEL CARGO A PROVEER
AUXILIAR ADMINISTRATIVO GO1
¡DENTIFICADO CON LA OPEC No.
116980 DEL MUNICIPIO DE RIONEGRO.

EN
DE

EL
LOS

DE



característ¡cas,
aplicaciones.
Tramitar la información de
acuerdo con la política de
calidad de la organización
Comunicación
organizacional vertical y
horizontal: Técnicas, tipos,
características,
aplicaciones, ventajas y
USOS

Función adm ir istrativa
Gestionar el manejo de la
información de manera
pertinente de acuerdo con
los tiempos y protocolos y
m anuales internos definidos.
Gestión de la lnformación.
definición, caracteristicas,

CONTRIBUIR Y GARANTIZAR LA
IMPLEMENTACIÓN Y
MEJORAMIENTO DE LOS
SISTEMAS DE GESTIÓN DE
cALtDAD (MECr-StG-MtPG-SG-
SST, SISTEMA DE GESTIÓN
DOCUMETAL ENTRE OTROS)

2. AUDITAR LAS
ORGANIZACI()NES DE
ACUERDO CON LA
NORMATIVA VIGENTE.

. Evaluación de informes:
Técnicas, periodicidad,
procedimientos, aplicaciones,
calidad y usos

. Gestión Pública: Definición,
estructuración. 1'unciones.

INTERVENIR
DESARROLLO
PROGRAMAS
ME¡ORAMIENTO
ORGANIZACIONAL
DERIVEN DE LA
ADMINISTRATIVA

QUE SE
FUNCIÓN

EN EL
DE LOS

DE

Procedimientos y formatos:
Definición, características,
aplicaciones, usos, ventajas.
PolÍtica dc, calidad:
Definición, erstructuración,
características usos y



o Establecimiento de
estándares y criterios de
medición de calidad.
Definición de indicadores,
tipos, técnicas de análisis e
interpretación.

. lndicadores de desempeño
y gestión: Definición, tipos,
técnicas de análisis e
interpretación

. Política de calidad.
Definición, estructuración,
características, usos y

ventaias
1 ADMINISTRAR EL

PRESUPUESTO DE ACUERDO
CON LA POLíTICA
INSTITUCIONAL Y LA
NORMATIVIDAD VIGENTE

Presupuesto: Concepto,
elaboración, ingresos, egresos,
vigencias, flujo de caja, origen de
los recursos, justificación de
gastos y gravámenes.
Función administrativa.
Normas: Concepto y aplicación.

AUDITAR LAS
ORGANIZACIONES DE
ACUERDO CON LA
NORMATIVA VIGENTE.

Contratación Estatal: Definición,
principios básicos, marco legal
viqente. (Gestión Transparente)

2

1, LLEVA.R Y
ACTUALIZADOS LOS
CARÁCTER
ADMINISTRATIVO
RESPONDER POR
ESTOS

Y
LA

MANTENER
REGISTROS DE

TECNICO,
FINANCIERO Y
EXACTITUD DE

2, REALIZAR EL REPORTE DE LA
INFORMACIÓN DE LOS PROCESOS
CONTRACTUALES EN LA
PLATAFORMA GESTION
TRANSPARENTE, BAJO LA
SUPERVISI(5N DEL JEFE INMEDIATO

3 CONTENIDOS A
DESARROLLAR Y
COMPETENCIAS ADQUIRIDAS

l CONOCIMIENTOS BASICOS
ESCENCIALES

INTERVENIR EN EL
DESARROLLO DE LOS
PROGRAMAS DE
MEJORAMIENTO
ORGANIZACIONAL QUE SE
DERIVEN DE LA FUNCIÓN
ADMINISTRATIVA
o Elaborar indicadores de gestión y

de buen gobierno para garantizar
los estándares de calidad

o Medición y seguimiento de
indicadores de Gestión

. Sistema de Gestión de Calidad y
MECI, procesos y procedinrientos.



estable:idos por los códigos y

manuales internos
.Tomar acciones de mejora

acuerdo con la interpretación
comportamiento de
indicadr>res de gestión

. Tram¡tar la información de
acuerdr¡ con la política de calidad
de la organización

.ldentific:ar las herramientas,
formatos y protoc;olos de los
diferentes procesos
administratrvos del oargo.

12. Que una vez esbozadcs los hechos faticos y jurídicos se evidencia que lo expuesto

POr IA CNSC Y IA FUNDACI(iN UNIVERSITARIA DEL ÁNTN ANDINA, CATECC dE SOPOTtE

legal y fatico, toda vez que no realizaron el respectivo análisis del TíTULO DE
TECNOLOG,q EN GOBIERNO LOCAL, en el cual se puede evidenciar en cada uno de
los contenidcs curriculares los conocimientos adquiridos por los aprendices y que reitero
que cumple con las FUNCII)NES ESENCIALES DEL CARGO A PROVEER AUXILIAR
ADMINISTRATIVO G01 !DENTIFICADO CON LA OPEC No. 116784 DE LA ALCALDIA
DEL MUN¡CIPIO DE RIONEGRO ANTIOQUIA.

13. Que de r:onformidad c«ln lo anterior se vislumbra la vulneración en todo el proceso
de evaluación y valoración por parte de la CNSC y la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA
DEL ÁREA ITNDINA, mis derechos aI TRABAJO DIGNO. LA ESTABILIDAD
LABORAL Y E:L DEBIDO PROGESO.

DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS

Actuando en nornbre propio. acudo ante su Despacho señor JUEZ para solicitar la
protección de los derechos fundamentales, especialmente el debido Proceso y afines,
además los qur: usted consicere señor Juez. toda vez que la CNSC y la FUNDACIÓN
UNIVERSITARIA DEL Ánfn ANDINA, no tuvieron en cuenta el título obtenido como
tecnóloga en gobierno local, siendo este afín con el cargo a proveer como auxiliar
Administrativa.

Por lo anterior se vulnera mis rlerechos fundamentales a:

DERECHO DE PETICIÓN

Es claro que €,n este caso se está desconociendo y vulnerando de manera flagrante, el
derecho fundiamental de petición, teniendo en cuenta que la Corte Constitucional
mediante la sentencia T-206 de 2018, estableció:

de
del
los



"Este Tribunal ha cons¡derado que la acción de tutela es ?l mecanismo procedente para
determinar la violac¡ón del derecho de petic¡ón. En esa d,trección, la sentencia T-084 de
2015 sostuvo que "la tutela es un mecanismo idóneo para proteger el derecho de
petic¡ón de los administrados, toda vez que por medio del mismo se accede a muchos
otros derechos constitucionales". De acuerdo con lo anterior. la Coñe ha estimado "que
el ordenamiento juríd¡co colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial
idóneo ni eficaz diferente de la acc¡ón de tutela, de modo que quien rex te afectado por
la vulneración a este derecho fundamental no d¡spone de n¡ngún mec?n¡smo ordinario
de naturaleza judic¡al que le perm¡ta efectivizar el mismo".

De igual, manera en relación con el respeto del derecho de petición, oomo herramienta
para hacer efectivos los princip¡os de transparencia y publicidad de Ios actos del Estado,
la Corte Const¡tucional, a través de la sentenc¡a f -487 dt> 2017, recordó que:

"La jurisprudenc¡a de Cofte Constitucional ha puesto de relieve la relación exlsfente
entre el derecho de acceso a la información y el derect,o de petición, precisando que
"la Constitución consagra expresamente el derechc fundamental de acceso a
¡nformac¡ón pública (C.P. art. 74) y el derecho fundamental de petk)ia'n (C.P. añ 23)
como herramienfas esencra/es para hacer efect¡vos los principios de transparencia y
publicidad de /os acfos del Estado. En este sentido, la Co¡fe ha reiterado que tales
derechos son mecan¡smos esencla/es para la satisiacción de to.; principios de
publicidad y transparencia y en consecuencia se co,nvieften en una salvaguarda
fundamental de las personas contra la arb¡trariedad estatal y en Pá9. 4 de g condiciones
de posibilidad de los derechos políticos. Por tales razonÍts, los límitet; a tales derechos
se encuentran somefldos a exigentes condiciones constitucionales y el juicio de
constitucional¡dad de cualquier norma que los restrinja debe ser en extrcmo riguroso".

En relación con los elementos que const¡tuyen el núr:leo esenc¡al del derecho de
pet¡c¡ón, y que deben ser garantizados y respetados por las entidades públicas, lo cual
no ha ocurrido en este caso; la Corle Constitucional, rediante la sentenc¡a T044 de
20'19, fue clara en determinarlos, así:

(i)Pront¡tud Que se traduce en la obligación de la persona a quien se dirige la
comunicación de darle contestac¡ón en el menor tiempo pos¡ble, sin que exceda los
términos fijados por la Ley 1755 de 2014. En aras cle fortalecer ersta garantia el
Legislador previó que la ausencia de respuesta puede derr lugar a "falta para el servidor
público y (...)a las sanciones correspondlentes de acuerclo con el régimen disciplinar¡o."
(ii)Resolver de fondo Ia solic¡tud. Ello impl¡ca oue es necesario que sea clara, es decir,
inteliqible v de fácil comprensión ciudadana: precisa de lrodo que atienda lo solic¡tado
v excluva información ¡mpert¡nente. para evitar restrUC§l3s_gqslyes_9_§lgsry§
conqruente, o que se encuentre conforme a lo solicitado 3g_D9dpjg.-19 ilgldg e¡§!
total¡dad: v consecuente con el trám¡te oue la or¡q¡na. cuando es el caso en que se
enmarca en un Droceso adm¡nistrativo o una actuac¡ón er¡curso. caso en cual no puede
conceb¡rse como una oetición aislada. (iii)Notificación l{o basta con la emisión de la
respuesta, sino que la mrsma debe ser puesta en conocimiento del interesado y, ante
el juez de tutela. Ello debe ser acreditado

Se debe tener en cuenta que esta acción es procedente ya que no se cuenta con otro
med¡o de defensa judicial que haga efect¡vo el respeto y garantía del derecho
fundamental de pet¡ción, con relación a lo cual, la Corte Constitucional en la sentencia
T-149 de 2013, determinó que:



De acuerdo con el Artículc, 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acud¡r a
la acc¡ón de tutela para reclamar la protecc¡ón a sus derechos constitucionales
fundamentales, y procederá contra toda acc¡ón u omisión de las autoridades públicas,
o particulares según se tr¿¡te, s¡empre que "el afectado no d¡sponga de otro med¡o de
defensa judicial, salvo que aquélle se util¡ce como mecanismo transitor¡o para ev¡tar un
perjuicio irremediable". En la misma línea, el Articulo 6 del Decreto 259'l de '1991

confirma Ia naturaleza residual de la acción de tutela y sus condiciones de procedencia
cuando existe un mecanismo ordinario de defensa, e ¡nd¡ca que la eficacia de dichos
recursos debe ser aprec¡ada en concrelo, "atend¡endo las circunstancias en que se
encuentra el solicitante" Cuando se trata de proteger el derecho de petición, el
ordenamiento jurídico colo nbiano no t¡ene prev¡sto un medio de defensa ¡udicial idóneo
ni eficaz difercnte de la a,:ción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la
vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de
naturaleza judicial que le permita efectrvizar el mismo. Por esta razón, quien encuentre
que la debida -esoluc¡ón a riu derecho de petición no fue producida o comunicada dentro
de los términcs que la ley señala esto es, que se quebrantó su garantía fundamental,
puede acudir Cirectamente a la acción de amparo constitucional Esta Corporación ha
precisado que.el derecho de petición consagrado en el Artículo 23 de la Constitución
Polít¡ca, es una garantía fundamental de aplicación inmediata (C.P. art. 85), cuya
efectiv¡dad res,ulta indisperrsable para la consecución de los fines esenciales del Estado,
espec¡almento el servicio a la comunidad, la garantía de los principios, derechos y
deberes consagrados en la misma Carta Política y la participación de todos en las
dec¡s¡ones c1u,: los afectan; así como el cumplimiento de las funciones y los deberes de
protección para los cuales fueron rnstituidas la autoridades de la República (C.P art 2).
De ahí, que :l referido derecho sea un importante ¡nstrumento para potenc¡ar los
mecanismos; de democracia participativa y control ciudadano; s¡n deJar de mencionar
que median:e su ejercicio se garantiza la vigencia de otros derechos constitucionales,
como los den:chos a la irrformacrón y a Ia libertad de expresión La garantía real al
derecho de l)et¡c¡ón radica en cabeza de la administración una responsab¡l¡dad especial,
sujeta a cada uno de los elementos que informan su núcleo esencial. La obligación de
la entidad estatal no cesa ron la simple resolución del derecho de petición elevado por
un ciudadarro, es necesar'¡o además que dicha solución remedie sin confusiones el
fondo del asunto; que este dotada de claridad y congruencia entre lo pedido y lo
resuelto; e igualmente, qJe su oportuna respuesta se ponga en conoctmiento del
solicitante, s;irr que pueda tenerse como real, una contestación falta de Pág 5 de 9
constancia y,¡ue sólo ser¿r conocida por la persona o entidad de quien se solicita la
información

En relación c()n una contelstación oportuna y de fondo, donde se realice un análisis
detallado los supuestos fécticos y normativos relac¡onados con el tema soltcitado, lo
cual, se deber aplicar en el presente caso, la Corte Constitucional, a través de la
sentenc¡a T-3(i9 de 2013 determinó que.

"El derecho de petición consagra de un lado ta facultad de presentar so/rcftudes
respetuosas ¿ las entidades públicas y privadas. y de otro lado, el derecho a obtener
respuesta oot¡ftuna, clara, completa y de fondo al asunto Solicitado. La jurisprudencia
const¡tucional también ha resaltado que la respuesta de la autoridad debe inctui un
análisis prolundo y detallado de./os supuesfos fácticos y normativos que rigen el tema,
así, se requ'erc "una conrestación prena que asegure que er derecho'de pétición se ia
respetado y que el pañicuritr ha obtenido ta correspondiente respuesta, sin impoñar que



la misma sea favorable o no a sus rnfereses" Es deber,ie las autorii¿des de resolver
de fondo las peticiones elevadas ante ellas, sin que ello quiera dech que la respuesta
deba ser favorable, y no son suficientes ni acordes con el añículo 23 ccnstitucional las
respuesfas eyaslyas o abstractas, como quiera que condenen al ¡teticionario a una
situación de inceftidumbre, por cuanto éste no logra aclarar sl,s ,nguiefudes,
espec¡almente sl se consldera que, en muchos eventos, de esa resp,u,;sfa depende el
ejercicio de ofros derechos subjetivos. Ha señalado igualmente la jur¡sprudencia, que la
respuesta emitida en el marco de un derecho de petición debe ser dada a conocer
efectivamente al peticionario, qu¡en es el directo ¡nteresado en saber sobre la
expl¡cación brindada y en los efectos de esta.

DEBIDO PROCESO

En relación con la garantía del debido proceso, como derecho fundamental, que debe ser
garantizado en todas las actuaciones de las autoridades, la Corte Constitucional, en la
sentencia T-957 de 201 I, estableció:

La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al debido proceso "como el conjunto
de garantias preylsfas en el ordenamiento juridico, a trav,is de las cuales se busca /a
protecc¡ón del ¡ndividuo incurso en una actuación judicial o ad¡ninistrativa, para que durante
su trámite se respefen sus derechos y se logre la aplicación conecta de la justicia". Del
mismo modo, ha señalado que el respeto a este derecho fundamental suoone que todas
las autoridades jud¡c¡ales y adm¡nlstratluas, dentro del ámbit,) de sus competencias, deben
ejercer sus func¡ones con sujeción a los procedimientos prev¡amente d,zf'nidos en la ley,
respetando las formas propias de cada juicio, a fin de que los derechos e ¡nfereses de /os
ciudadanos incursos en una relación jur¡dica cuenten con la garantia de defensa necesaria
anfe poslb/es actuaciones arbitrarias o abusivas, en el marco de la creación, modificación
o extinción de un derecho o la imposición de una sanción. Bajo esa premisa, el derecho al
debido proceso se manifiesta como desarrollo del principio de legalidad y como un límite al
ejercicio del poder público, en la medida en que toda competencia asignada a las
autoridades no puede desarrollarse sino conforme a lo dispuesto en el ordenamiento
juridico, en procura de la garantía de /os derechos de los ad,ninistrados.

Esta Corporación ha def¡nido el deb¡do proceso adminisitrativo como "(i) el conjunto
complejo de condiciones que le impone la ley a la admiristración, materializado en el
cumplimiento de una secuencia de acfos por pañe de la au,toridad administrativa, (ii) que
guarda relación diecta o indirecta entre sí, y (iii) cuyo f¡n está previamente determinado de
manera constitucional y legal". Lo anterior, con el objeto de "(i) asegurar el ordenado
funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii)
resguardar el derecho a la segur¡dad jurídica y a la defensa de los administrados".

De la misma manera. la Corte Constitucional. en cuanto a! respeto del debido proceso,

mediante la sentencia T-036 del año 2018, señaló: El afticulo 29 de la Constitución Política
consagra el derecho fundamental al debido proceso, el cual debe ser respetado no solo en
el ámbito de las actuaciones judiciales Pá9. 6 de 9 sino tam,bién en loda.s ias actuaciones,
proced¡mientos y procesos administrativos, de manera qu<> se garantice (i) el acceso a
procesos justos y adecuados; (ii) el principio de legal¡dal y las formas administrativas
previamente establecidas; (iii) los principios de contradicc¡ón e imparcialidad; y (iv) los
derechos fundamentales de /os asociados.



El DEBIDO PROCESO: Que debe regir también en todas las actuaciones
administrativa s, siendo unr: de los elementos de validez de los actos administrativos la
motivación de los mismos, que en el caso que nos ocupa es ambiguo y carece de
claridad al momento de validar el documento, si correspondia al Artículo 14 o al Artículo
36, igualmen::e al no realizar un análisis .luicioso y ajustado a derecho de las
competencias adquiridas por el aprend¡z, y cert¡f¡cadas por la Entidad SENA, máxrme
que no verilicaron la documentación a portada dentro del proceso, y por tanto una
vulneración al debido proceso.

EL DERECHO DE DEFENSA: El derecho de defensa como manifestación del derecho
al debido proceso, se traduce en la facultad que tiene el interesado para conocer las
decisiones que se adopten en el marco de un proceso administrativo que se adelante
por la autor¡Cad adm¡niskat¡va, e rmpugnar las pruebas y providenc¡as contranas a sus
intereses

el del debido proceso administrativo.

PR¡NCIPIO DE CONFIANZA LEGITIMA

Con respecto a alcance del pr¡ncipio de confianza legítima, y su protecc¡ón que debe ser
gaanlizada y rnaterial¡zada, a través de la acción de tutela, la Corte Const¡tucional,
mediante senteno¡a T-453 de 2018, estableció que. EI princioio de confianza leqítima
func¡ona entonces; como un línrite a las actividades de las autoridades, que pretende hacerle
frente a eventual
s¡tuac¡ón que adsrnás_pleglq poner en riesqo el princioio de sequridad iurídica Se trata
pues, de un ideal ético que eri jurídicamente exigible Por lo tanto, esa confianza que los
ciudadanos tienen frente a la estabilidad que se espera de los entes eslatales, debe ser
respetada y proleJ¡da por el juez const¡tuc¡onal.

La confianza leJÍ:ima es un principio const¡tuc¡onal que directa o indirectamente está en
cabeza de todos los adminis,trados lo cual obliga al Estado a procurar su garantía y
protección. Es un mandato inr;pirado y retroal¡mentado por el de la buena fe y otros, que
consiste en que l¿r adm¡n¡stración no puede repentinamente camb¡ar unas condiciones que
directa o indirectamente perrnitía a los adminrstrados, sin que se otorgue un período
razonable de transición o una solución para los problemas derivados de su acción u
om¡s¡ón. Dentro d9l alcance y ím¡tes es relevante tener en cuenta, según el caso concreto.
(i) que no libe'a a la administración del deber de enderezar sus actos u omisiones
irregulares, s¡nc que le impone la obligación de hacerlo de manera tal que no se atropellen
los derechos fundamentales de los asociados, para lo cual será preciso examinar
cautelosamente el impacto de su proceder y diseñar estrategias de solución; (¡¡) que no se
trata de un derecho absoluto y por tanlo su ponderación debe efectuarse bajo el criterio de
proporcionalidad; (i¡i) que no puede estar enfocado a obtener el pago de indemnización,
resarc¡m¡ento, re¡raración, donación o semejantes y (¡v) que no recae sobre derechos
adquiridos, sino de situac¡ones; jurÍdicas anómalas susceptibles de mod¡f¡cación.

En esencia, la confianza legÍtima consiste en que el ciudadano debe poder evolucionar en
un medio jurídioo estable y previsible, en cual pueda confiar. para Müller, este vocablo
s¡gn¡fica, en ténninos muy generales, que ciertas expectativas, que son suscitadas por un
sujeto de derecho en razón de un determinado comportamiento en relación con otro. o ante



la comunidad ,urídica en su conjunto, y que producen determinados efectos jurídicos; y si
se trata de autorjdades públicas, consiste en que la obligación para las mismas de preservar
un comportamiento consecuente, no contradictorio frente a los particulares, surgido en un
acto o acciones anteriores, incluso ilegales, salvo interés público imperloso contrario Se
trata, por tanto, que el particular debe ser protegido frente a cambios brusr)os e inesperados
efectuados por las autoridades En tal sentido, no se trata de amparar $ituaciones en las
cuales el administrado sea titular de un derecho adqu¡rido, ya que su posición jurídica es
susceptible de ser modificada por la Administración, es decir, se tr¿ta de una mera
expectativa en que una determinada situación de hecho o regulación jurídica no serán
modifcadas intempestivamente De allí que el Estado se encuentre, en estos casos, ante
la obligación de proporcionarle al afectado un plazo razonable, así comc, los medios, para
adaptarse a la nueva siluación

PRINCIPIO DE LA BUENA FE

En cuanto a las características de este principio, y la ob|gac¡ón de ser observado y
respelado en las diferentes actuaciones de Ia administración, la Corte rlonstitucional, ha
establecido, en diferentes pronunciamientos, entre ellos, la sentencia C-131 de 2004, que:

El mencionado principio es entendido, en términos amplios, como una exigencia de
honestidad, confianza, rectitud, decoro y credibilidad que otorga la palabra dada, a la cual
deben someterse las diversas actuaciones de las autoridades públicas y de los particulares
Pág 7 de 9 enke si y ante éstas la cual se presume, y conrtttuye un sopole esencial del
sistema jurídico; de igual manera, cada una de las normas que componen el ordenamiento
iurídico debe ser interpretada a luz del principio de la buena fe, de tal suerte que las
disposiciones normatrvas que regulen el ejercicio de derech06 y el cumplimiento de deberes
legales, siempre deben ser entendidas en el sentido más conuruente con el comportamiento
leal, fiel y honesto que se deben los sujetos intervinientes en la misma La buena fe
incorpora el valor ético de la confianza y significa que el hombre cree y confía que una
declaración de voluntad surtirá, en un caso concreto, sus efectos usuales, es decir, los
mismos que ordinaria y normalmente ha producido en casos análogos De gual manera, la
buena fe orienta el ejercicio de las facultades discrecionales de la admin,stración pública y
ayuda a colmar las ¡agunas del sistema Jurídico

DERECHO AL TRABAJO

Respecto del derecho alkabajo en relación con el acceso a los cargos públicos, ha indicado
la jurisprudencia de esta Corporaciónlo] que dicha garantía se materializa en cabeza del
ganador del concurso, a quien le asiste el derecho de ser nombrado, en este sentido, a la
posibilidad de acceder a un empleo se suma la garantia del deber estatal de impedir que

terceros restrinjan dicha opción[7] Al tratar esta materia en senlencia -f-625 de 2000 el
Tribunal Const ucional indicó:

La vulneración del derecho altrabajo se produce cuando una acción u onisión arbitraria
de las autoridades limita injustificadamente elejercicio de una actividad laboral legitima



Sentencia C-288 DE 2014, Corte Constitucional. para lo cual me permito traer a colación el
pronunciamiento de la corte asi

"El artículo 25 del Pacto lnterr¡acional de Derechos Civiles y Politicos consagra el derecho
de acceso a cargos públicos, en condiciones de igualdad de opoñunidades, en /os
siguientes términos: Attículo 25. Iodos /os ciudadanos gozarán, sin ninguna de las
distinciones mencionadas en el aftículo 2, y sin restricciones indebidas, de /os slgulenles
derechos y opoñunidades. a) Pafticipar en la dirección de /os asunfos públ¡cos,
directamente o par medio de rgpresentantes libremente elegidos;

b) Votar y ser elegidos en elecciones periód¡cas, auténticas, realizadas por sufragio
universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los
electores; c) Tene,r acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas
de su país[66]

3.5.1.1 4. La ObseNación General núm. 25, mediante la cual se ¡nterpreta la citada
disposición convencional prevé que: Para garantizar el acceso en condiciones generales
de igualdad, los criterios y procedim¡entos para el nombramlenfo, ascenso, suspensón y
destitución deben ser razonables y objetivos. Podrán adoptarse medidas positivas para
promover la iguaidad de opoftunidades en /os casos apropiados a fin de que fodos /os
ciudadanos tengtrn igual acc<>so Si e/ acceso a la administración pública se basa en
los méritos y en ler igualdad de oportunidades, y sl se asegura la estabilidad en el cargo, se
garantizará su libertad detoda injerencia o presión politica [67].

3.5.1.1.5. El añículo 4o cle la Convención lnteramericana para Prevenir, Sancionar y
Erradicar la Violencia contra lit Mujer dispone lo siguiente: Toda mujer tiene derecho al
reconocimiento, lloce, ejercicio y protecc¡ón de ¿odos /os derechos humanos y a las
libeftades consizgradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos
humanos. Esfo:; rJerechos comprenden, entre otros.( ) j) el derecho a tener igualdad de
acceso a las fur,cicnes públicas de su país y a pafticipar en los asuntos públicos, incluyendo
la toma de deci:;ittnes [68].

3.5.1 .1 6. El aftículo 7 dtt la Convención sobre la Eliminación de fodas /as Formas de
Discriminación contra la Mujer (CEDAW) nanifiesta: Los Esfados Parf e tomarán todas las
medidas aprop¡adas para elintinar la discriminación contra la mujer en la vida política y
pública del país y, en particular, garantizarán a las mujeres, en igualdad de condiciones con
los hombres, el derecho a: ( )b) Pañicipar en la formulación de las politicas
gubernamentales y en la ejec,:tción de ésfas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las
funciones públicas err fodos los planos gubernamentales[ig] ."

DERECHO A LA IGUALDAD

"En virtud del artículo '13 de la Constitución, la administrac¡ón no debe ejercer
discriminaciones injust¡ficadas entre los admintstrados. Por tanto, debe garantizar el acceso
a la adm¡n¡skac¡ón y a sus funcionarios[95]. Así, la igualdad hace alusión a la proh¡bic¡ón
de tratos irrac onales o disr:riminatorios que no tengan una justificación objet¡va y
razonable[96]. Sin embargo, a partir de la aparición del Estado Social de Derecho que



propugna por una igualdad real y efectiva surge la recesidad, en cabeza de la
administración, de otorgar tratamientos distintos a aquellos que por su situación de
debil¡dad man¡f¡esta requieren de medidas especiales para garantizar el goce de sus
garantías fundamentales Esla se ve contenida en la regla que exige tralar a los ¡guales
de modo igual y a los desiguales en forma des¡gual

La noción actual del pr¡ncip¡o de igualdad que irradia a la administrac¡ón pública rebasa el
marco de la mera igualdad ante la ley, y por tanto, su actuación exige agregar a faceta
negativa, prop¡a del Estado liberal. una protecc¡ón pos¡tivi¡ encaminada a la superación
de injusticias seculares y a la promoción de sectores menos favorecidos, en forma tal que
los poderes públicos están abocados a tomar med¡das qu€, al favorecer a determ¡nadas
categorías y no a otras, cuando menos disminuyan el efeck) noc¡vo de las talanqueras de
orden económico y soc¡al que les impiden acceder a la igualdad sustancial; en otras
palabras, a las medidas adoptadas se les reconoce un des¡grio compensatorio o reparador
de previas desigualdades reales [97].

En este orden de ideas, se hace necesario precisar que la igualdad en la función pública,
se define como la semejanza en el trato y oportunidades quo debe ofrecr:r el Estado a sus
administrados para acceder a cargos en las entidades públicas[98] y la obl¡gación que el
mismo tiene de abstenerse en realizar exclusiones o discriminaciones iniust¡ficadas que
vulneren el acceso a estos cargos para ciudadanos en cond ciones desiguales

El numeral 7 del artículo 40 de la Constituc¡ón Política estabL:r:e el derecho fundamental de
todo ciudadano a partic¡par en condiciones de igualdad en la confornración, elercicio y
control del poder político. Para hacer efectivo este derecho puede, entre otrí¡s, tener acceso
al desempeño de funciones y cargos públicos, acogiéndose a las re¡¡las del concurso
públ¡co y con sujeción a los méritos y calidades propios (C.P. art 125). Esla pos¡b¡lidad se
deriva de la Declaración Universal de los Derechos Humanos que, reconol¡endo la igualdad
de todos los ciudadanos ante la ley, declara que pueden acceder a todas las dignidades,
todos los puestos o empleos, según su capac¡dad y sin oka distinción que aquella de sus
virtudes y talentos [ 11]

De ahí que haya precisado la Corte que el principio de igualdad está en contradicción con
cualquier regulación que establezca requ¡s¡tos ajenos a mérito y oapacidad de los
partic¡pantes, sin suf¡c¡ente fundamento objet¡vo o que las pruebas no sean valoradas en
forma razonable y proporcional a su ¡mportancia, teniendo en cuenta el cargo a proveer,
pues con ello se estaría obstruyendo el derecho a acceder a los caLrgos públicos en
condiciones de igualdad[1 12].

Con relación al orincipio de iqualdad de oportunidades, tiene dicho la iur¡sprudenc¡a de la
para compartrr la
i, no se obtenqan

las mismas posiciones o no se loqre la aspiración desea,Ja. Por ello, la pos¡b¡l¡dad de

que tienen aquéllas se concreten en el reconocimiento de irilelgs-gppdg1dedgs-s¡¡-SlC
. sin iustificación obietiva[1 141.

Tratándose de la relación de la carrera admin¡sfativa corr el derecho a la ¡gualdad, la

Corporación ha ¡ndicado que el acceso a la carrera rnediante concurso dir¡gido a

determinar los méritos y calidades de los aspirantes es una manifestación concreta del



derecho a la igualdad que se opone al establecimiento de requisitos o condiciones
incompatibles y extraños al mérito y a la capac¡dad de los aspirantes , pues, en tal evento,
se erigirian barreras ¡legítimas y d¡scr¡m¡natorias que obstruirían el ejercic¡o igualitar¡o de
los derechos fundamentales Í 151.

En este sentido, la pos¡b¡l¡dad de acceso a los empleos estatales, bajo el rég¡men de
carrera, permite que las expectativas que tienen (las personas) se concreten en el
reconoc¡miento dr.. iguales oportunidades, sin que les sea dado a las autoridades otorgar
tratos preferentes o carentes de just¡f¡cación objet¡va [116] e impl¡ca, por lo tanto, que
las convocatorias sean generales y que los méritos y requ¡s¡tos que se tomen en
cons¡deración tengan sufic¡ente fundamentación objetiva y reciban, junto a las diferentes
pruebas que se pract¡quen, una valorac¡ón razonable y proporcional a su importancia
intrínseca I l7].

En todo caso, un trato legal diferente no ¡mplica automáticamente una violación de la
igualdad, siempre y cuando el Legrslador persiga objetivos constitucionales legítimos y la
diferencia de trato constituya un medio adecuado, proporcionado y razonable para la
consecución de la f¡nal¡dad persegu¡da[1 18]. El principio de la igualdad no puede ser
entend¡do como una prohibic¡ón de las d¡ferencias, sino como una exigencia de que las
distinciones que se establezcan tengan una justificación objetiva y razonable. En otras
palabras, el principio de igualdad tan sólo veda la arbikariedad en las diferencias de
tratofi 19]."

PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA COMO MECANISMO TRANSITORIO
PARA EVITAR UN PERJUICIO IRREMIEDIABLE

Se solicita señcr Juez respetuosamente tutelar los derechos invocados como mecanismo
transitorio para e\,'itar un perjulcio ¡rremed¡able.

Dado que contra la respuesta a la reclamación interpuesta, por mi persona de acuerdo a lo
publicado en SllrilO, no procede recurso, se acude a su Despacho ya que se puede apreciar
que con el actu¿rr de la CNSC y la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA
demuestran con sus acciones, ¡mprov¡sac¡ón y desconocimiento al realizar un análisis
factico y normativo, conllevando a una evaluación subletiva, máxime cuando la
interpretac¡ón que pretenden hacer la CNSC y la FUNDACIÓN UNIVERSITARA ÁREA
ANDINA en la ver ficación de Antecedentes frente a la EDUCACIÓN FORMAL DEL TíTULO
DE TECNÓLOGCT EN GOBIEÍINO LOCAL, es errónea y no corresponde con la realidad ya
que aporte el SNIES DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓI,t, que establece la información
completa del p«rgrama, donde se ratifica que cumplo con el estudio requerrdo para el cargo
a proveer AUX LIAR ADMINIISTRATIVO G01 identificado con la OPEC No 116980 del
municipio de Ricnegro, situac ón que ratifica que la interpretación dada por la CNSC y la
fundación universitaria del área andina es errónea.



PETICION

Con fundamento en los hechos narrados y en las considerac¡ones expuestas,
respetuosamente solicito al señor Juez TUTELAR a mi favor los derechos constitucionales
fundamentales invocados, así como los que considere necesarios y Drobados como
consecuencia de la inobservanc¡a de la Constitución Nacional, ordenando como MEDIDA
CAUTELAR PARA EVITAR UN PERJUICIO IRREMEDIABI-E

PRIMERO: Que se ordene a la CNSC y la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA ÁREA ANDINA
en la ver¡ficación de Antecedentes frente a la EDUCACIÓN FORMAI A TENER EN
CUENTA EL TiTULO DE TECNÓLOGO EN GOBIERNO LOCAL, toda vez que presenta
equ¡valencia con el cargo a proveer como AUXILIAR ADMINISTRAI l\A Go1 DE LA
ALCALDIA DE RIONEGRO ANTIOQUIA,

ostento hasta el
momento v que en la pruebas de conocimiento ocupaba el segundo luqal

SEGUNDO: En subsidio de lo anterior, respetuosamente solic¡to al Juez de la República,
ordenar todo lo que el despacho considere pertinente para garantizar el restablecimiento
de mis derechos fundamentales de Petición, al debido proceso y contrad¡cc¡ón, a la
defensa, al trabajo y estab¡l¡dad laboral y a la salud y a que se me otorgLe de acuerdo a la
prueba de valoración de antecedentes del nivel asistencial el puntaje de CUARENTA 40
puntos, correspondiente a la educación Formal, que para este caso correriponde al título
de Tecnóloga en Gobierno Local.

ANEXOS

Anexo todo lo relacionado en el acáp¡te de pruebas, con copias de la demanda para archivo
del Juzgado y Traslado al accionado.

1 . Publ¡cac¡ón resultados el 20 de agosto de 2021, en la plataforrna SIMO, por la
FUNDACTÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA y la cNS en la valoración de
antecedentes asistencial en el programa de formación académico de TECNOLOGIA EN
GOBIERNO LOCAL aportado desde anles de iniciar el proceso de selección el cual (no
fue valorado ni tenido en cuenta)

2 Respuesta presentada a la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA y a la
CNS el 26 de agosto de 2021, donde presentó argumentos facticos y normat¡vos que
permiten determinar que cumplo con el estud¡o requetido para el cargo a proveer
AUXILIAR ADMINISTRATIVO G01 ¡dentificado con la OPEC No. 1 167U4 del municipio
de Rionegro.

3 Respuesta dada por FUNDACION UNIVERSITARIA DEL AREA ANDINA y la comisión
CNS a mi respuesta y petición presentada el 26 de agostr: de 2021.

4. Respuestas dadas por la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA y la CNS
otros participantes que asp¡raron al cargo de Auxiliares Administrativo donde se
evidencia que la respuesta frente a la valoración del programa de fornración académico
TECNOLOGIA EN GOBIERNO LOCAL, presenta drst¡ntas interpretaciones y que

ninguna se ajusta a lo establecido por el Min¡sterio de Educación SlrllES, información
detallada del pénsum académ¡co del título de TECNOLOGIA EN GOBIERNO LOCAL



identificado con código 102357, hecho que reitera la falta de valoración fáctica y

normat¡va.

RESPUESTA ENFOOUE FORMACION GLADYS EUGENIA MONTOYA MURILLO

Ahora tier ürnando eñ coñsrderscróo la noffiÉ predl,adá, y en lo que ¡especlE al

ENFOQUE FORMACION ADRIANA MARIA BUITRAGO MARTINEZ

Ahora bien. tomando en consideración la norma precitada, y en lo que respecta al TÍtulo
Tecnológ¡co en Gobiemo Local, aportado por el aspirante. es necesar¡o aclarar que
se trata ce .rn con base en un
objetivo social, intervenlr en el desanollo de los programas de mejoramiento
organiza,:rcnal adm¡nisiar el presupuesto de acuerdo á la polít¡ca institucional y la
normatividad vigente, auditar y eva[rar procesos y procedimientos de la gestrón publica,
aplicació r de la 'transparencia medrante la rendición de cuentas, promover Ia interacc¡ón
idónea c,)ns¡go mismo. con los demás y con la naluraleza en los contextos laboral y
social

RESPUESTA ENFOQUE FORMACIÓN MARYBEIZA CIFUENTES HERNÁNDEZ

Aiora bien, tomando en consideracion la norma preciiada. y en lo que respecta al Titulo

adqunr disüplinas poll'ticas, soclahs, económicás y culturales de

munlcrpros, y crudades pa'a admhEtrar los brenes tanorbles e intanoibles de las
podacion,rs a fin de trabajar F,or su bene'rclo y bienestar

Anexo expedido por el Ministerio de Educación SNIES, información detallada del pénsum
académico del título de TECNOLOGIA EN GOBIERNO LOCAL identificado con código
102357
Anexo documento del SENA con la Línea Tecnológico con denominación de
competencias y conocimientos del proceso pénsum académtco del título de
TECNOLOG A EN GOBIERNO LOCAL identificado con código'102357
Manual de F,¡nciones del Municipio de Rionegro, donde se encuentra las func¡ones del
cargo a prov()er AUXILIAR ADMINISTRATIVO G01 identificado con la OPEC No 116980
del municipic de Rionegro, para el cual asptre

MANIFESTACION BAJO JURAMENTO

En los térm¡nos del articulo 37 del decreto 259'l de 1991 , respetuosamente manifiesto bajo
la gravedad de juramento que no se ha presentado ninguna oka acción de tutela por los
mismos hechos

5

6

7

c7ñ dltas calitades ldborales y pftlesionates- que conlnbuyan al desaftollo



AUTORIDAD PRESUNTAMENTE RESPONSABLE

ONTTA COMISIÓN NACION¡.1 DEL SERVICIO

. 96 - 64, Pso 7 - Bogotá DC Bogotá

UNDACIÓN IJNIVERSITARIA DEL AREA

34 BOGOTA, por quien estén representadas

legalmente.

NOTIFICACIONES

Accionante: GLADYS EUGENIA MoNToYA MURILLo, dirección de notificación calle 51
'ti;éó;- 

ái , er"¡o La tnmaculada, c;lular 32057909196, correo electrónic':2!e§3!e!rleÚ§§

Y qmontova@rioneqro qov co

Del señor Juez,

Cordial y respetuosamente'

in MourovR MURILLo
cc 39 448 936

GLADYS EUG


